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En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración, es pertinente poner de presente que en reciente pronunciamiento, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que, así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación por aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que este puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación (…). Así las cosas, de conformidad con la jurisprudencia citada, no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas tengan que resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede –en cada caso concreto- válidamente considerar que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título o una motivación diferente.
NOTA DE RELATORÍA: En relación con los títulos de imputación aplicables por la jurisdicción de lo contencioso administrativo al decidir sobre responsabilidad patrimonial del Estado, y la autonomía del fallador para definir el régimen aplicable en cada caso, consultar providencia de 19 de abril de 2012, Exp 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón; y de 23 de agosto de 2012, Exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón.

ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR HECHO DE TERCERO / VÍCTIMA DE HECHOS VIOLENTOS / DAÑO OCASIONADO POR HECHO DEL TERCERO / MUERTE DE CIVIL / DELITO COMETIDO POR GRUPO AL MARGEN DE LA LEY / FALLA DEL SERVICIO DE SEGURIDAD / FALLA DEL SERVICIO DE PROTECCIÓN / OMISIÓN DEL DEBER / FALLA DEL SERVICIO POR OMISIÓN / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR OMISIÓN / DAÑO CAUSADO POR OMISIÓN / RIESGO EXTRAORDINARIO / CONOCIMIENTO DEL RIESGO EXTRAORDINARIO / ACREDITACIÓN DEL RIESGO EXTRAORDINARIO / SEGURIDAD PERSONAL / AMENAZA A LA SEGURIDAD PERSONAL / DEBER DE PROTECCIÓN DEL ESTADO / DEBER DE PROTECCIÓN DE LA FUERZA PÚBLICA / MEDIDAS DE PROTECCIÓN / SOLICITUD DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN / FALTA DE PRUEBA / CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA / CONFLICTO ARMADO INTERNO / DAÑO CAUSADO EN EL MARCO DE UN CONFLICTO ARMADO INTERNO / VÍCTIMA DEL CONFLICTO ARMADO / CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO / RESPONSABILIDAD POR FALLA DEL SERVICIO / AUSENCIA DE FALLA DEL SERVICIO / AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR FALLA DEL SERVICIO / INEXISTENCIA DE LA FALLA DEL SERVICIO / DAÑO ESPECIAL / FALTA DE CONFIGURACIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / IMPROCEDENCIA DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / NEGACIÓN DE LA TEORÍA DEL RIESGO EXCEPCIONAL / HURTO / DELINCUENCIA / NEGACIÓN DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / NEGACIÓN DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA
En el sub lite, el daño alegado por los demandantes se concretó en la muerte del señor (…) como consecuencia de un disparo que recibió al movilizarse del municipio de San Luis al municipio de Puerto Boyacá, ambos del departamento de Antioquia. (…) Comoquiera que en el presente caso lo pretendido es que se declare la responsabilidad de las entidades demandadas por la supuesta falla en el servicio en que incurrieron al no brindar seguridad y vigilancia en el sector de ocurrencia de los hechos, lo cual, a sentir de los demandantes, propició el asesinato del señor (…), corresponde a la Sala traer a colación la posición predominante en la Sección Tercera de esta Corporación respecto de la responsabilidad estatal en aquellos eventos en los que se reclama el reconocimiento de perjuicios por el asesinato de una persona a manos de terceros ajenos a cualquier entidad estatal o particular con funciones administrativas. (…) Al respecto, se encuentra que esta Corporación ha examinado en varias oportunidades la responsabilidad del Estado por hechos de terceros, en casos en los que si bien los agentes estatales no causaron el daño de forma directa, con su acción u omisión propiciaron o permitieron que personas ajenas a la administración lo causaran. Esto se presenta cuando una persona que está amenazada hace el respectivo aviso de las amenazas a las autoridades y, a pesar de ello, estas no la protegen o adoptan unas medidas de protección insuficientes y precarias, o cuando, si bien la persona no informó la situación de riesgo a la autoridad, la notoriedad y el público conocimiento del peligro que afrontaba hacían imperativa la intervención estatal para protegerla (…). Con base en lo anterior, (…) se debe reconocer que del material probatorio obrante en el proceso no se puede inferir que alguna autoridad estatal haya provocado directamente la muerte del señor (…), pues no se tiene prueba de que algún agente del Estado haya participado en su asesinato. (…) Ahora, habiéndose precisado lo anterior, se estudiarán las circunstancias particulares en las que se produjo el asesinato del señor (…) a fin de determinar si le asiste o no responsabilidad al Estado, conforme las pautas o criterios fijados por esta Corporación para aquellos eventos en los que el daño –asesinato- es producto del accionar de un tercero. (…) Debido a que las declaraciones (…)  son contundentes al señalar que el señor (…) no sufrió amenazas antes de su muerte, y que tampoco consta en el proceso que la víctima o alguno de sus familiares hubieran informado a los organismos de seguridad –Policía, Ejército, Fiscalía, entre otros- sobre posibles riesgos en su vida e integridad personal, no es posible predicar responsabilidad de las demandadas por desatención de denuncias o advertencias realizadas con anterioridad a la desaparición del señor (…). Sin embargo, se pasará a verificar si en el caso bajo estudio se presentaban circunstancias especiales que imponían la obligación de brindarle seguridad y protección a la víctima, aún sin la existencia de una denuncia o advertencia formal del supuesto peligro al que estaba siendo sometido, supuesto también aceptado para atribuir responsabilidad al Estado ante el hecho perpetrado por un tercero. (…) En vista de que la víctima y sus familiares no ejercían un cargo público o de representación local para la época de ocurrencia de los hechos, ni formaban parte de algún tipo de asociación local o regional que gozara de reconocimiento entre los habitantes y autoridades del sector, tampoco hay lugar a afirmar que en el sub judice era evidente y previsible para los organismos de seguridad del Estado el supuesto peligro que corría el señor (…) al desarrollar su actividad económica, pues a pesar de que los hechos tuvieron lugar en un sector en el que operan diversos grupos armados al margen de la ley, esta Corporación únicamente ha permitido que se presuma o infiera la existencia de un riesgo previsible en aquellos eventos en los que el cargo o funciones desempeñadas constituyan por si mismas un peligro para la persona, tal como sería el caso, por ejemplo, de los alcaldes municipales, los personeros y autoridades de policía que ejercen sus funciones en territorios considerados como de alto riesgo. (…) En este sentido, no resulta acertado afirmar que el simple hecho de habitar o residir en un lugar en el que exista presencia de grupos al margen de la ley, da lugar a presumir que cualquier daño ocasionado por un tercero le es atribuible al Estado en razón al incumplimiento de los deberes constitucionales de brindar seguridad y vigilancia a todos los habitantes del territorio, ya que corresponde analizar en cada caso concreto si las circunstancias particulares daban lugar a estimar de manera razonada la previsibilidad del daño causado y la omisión de actuar ante esa previsión, actuar este último que es el que se reprocha a los organismos de seguridad en los eventos de daños ocasionados por terceros. (…) Así las cosas, en lo que respecta al asunto objeto de estudio, no encuentra la Sala demostrado que el asesinato del señor (…) hubiera constituido un hecho previsible o evitable para los miembros del Ejército y la Policía que operaban en el municipio de San Luis, en razón a que nunca se denunciaron amenazas en su contra que previnieran o alertaran a los organismos de seguridad del Estado, ni podía inferirse que su posición social y económica en la región daba lugar a entender que corría un riesgo o peligro evidente a las autoridades estatales. (…) De otro lado, no se vislumbra que el suceso en el que resultó asesinado el señor (…)  haya tenido una connotación política o guardara relación con el conflicto armado colombiano, por el contrario, si se tiene en cuenta que nunca fue encontrado el vehículo naranja en el que se transportaba, así como varias de las pertenencias mencionadas en el formato para búsqueda de desaparecidos diligenciado por la esposa de la víctima -la billetera, el carriel, el anillo de oro y la navaja de la víctima- (...), da la impresión que se trató fue de un hurto a mano armada cuyo propósito era apropiarse de los bienes del occiso. (…) Ahora, conviene también mencionar que según las contestaciones allegadas al proceso por el Comandante de la Estación de Policía del Municipio de San Luis (...), el Comandante de la Escuadrón Móvil de Carabineros del Departamento de Policía de Antioquia (...) y el Comandante del Batallón de Artillería n.º 4 de la Cuarta Brigada del Ejército Nacional (...), durante la época de ocurrencia de los hechos aparte de haber existido presencia constante y permanente de un número significativo de miembros de la Fuerza Pública en el sector –entre 21 y 25 unidades policiales en el municipio de San Luis y soldados pertenecientes al Batallón de Artillería n.º 4 del Ejército Nacional-, se hacían constantes operativos destinados a prevenir y combatir las acciones de los grupos armados al margen de la ley, de ahí que tampoco pueda predicarse responsabilidad alguna por falta de presencia de los organismos de seguridad del Estado. (…) Por último, es preciso señalar que no hay lugar a considerar que existió responsabilidad por aplicación de los títulos de imputación de daño especial o riesgo excepcional, toda vez que no se demostró que el ataque en el que resultó muerto el señor (…) se encontrara dirigido contra un agente estatal o una entidad representativa del Estado colombiano, ni que estuviera dirigido a atacar a los miembros de la Fuerza Pública que patrullaban en las carreteras cercanas al municipio de San Luis – Antioquia, presupuestos en los que sí habría lugar a imponer una condena en aplicación de un régimen objetivo de responsabilidad. (…) Así las cosas, comoquiera que en el presente caso no se encontró demostrado que fuera por una omisión de las entidades demandadas que se hubiera generado la muerte del señor (…), procederá la Sala a confirmar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia el 11 de junio de 2009, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

NOTA DE RELATORÍA: Sobre la responsabilidad patrimonial del Estado por falla del servicio de seguridad y protección del Estado, consultar providencias de 16 de febrero de 1995, Exp. 9040, C.P. Juan de Dios Montes; de 3 de abril de 1995, Exp. 9459, C.P. Juan de Dios Montes; de 27 de junio de 1995, Exp. 9266, C.P. Juan de Dios Montes; de 29 de marzo de 1996, Exp. 10920, C.P. Jesús María Carrillo; de 19 de junio de 1997, Exp. 11875, C.P. Daniel Suárez Hernández; de 30 de octubre de 1997, Exp. 10958, C.P. Ricardo Hoyos Duque; de 30 de noviembre de 2006, Exp. 16626, C.P. Alier Hernández Enríquez; de 4 de diciembre de 2007, Exp. 16894, C.P. Enrique Gil Botero; de 27 de marzo de 2008, Exp. 16234, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, de 25 de febrero de 2009, Exp. 18106, C.P. Ruth Stella Correa Palacio; de 1 de abril de 2009, Exp. 16836, C.P. Ruth Stella Correa Palacio; de 8 de febrero de 2012, Exp. 22373, C.P. Danilo Rojas Betancourth; de 9 de mayo de 2014, Exp. 30400, C.P. Ramiro Pazos Guerrero; de 14 de noviembre de 2014, Exp. 32425, C.P. Ramiro Pazos Guerrero. En cuanto a la aplicación de los títulos de imputación de riesgo excepcional y daño especial cuando el ataque está dirigido contra un agente estatal o una entidad representativa del Estado, consultar providencias de 6 de diciembre de 2013, Exp. 29017, C.P. Ramiro Pazos Guerrero; y de 29 de octubre de 2012, Exp. 18472, C.P. Danilo Rojas Betancourth.
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Consejero ponente: RAMIRO DE JESUS PAZOS GUERRERO
Bogotá D. C., veintiocho (28) de septiembre de dos mil quince (2015).
Radicación número: 05001-23-31-000-2003-03248-01(37470)
Actor: MARÍA HORTENCIA HERNÁNDEZ Y OTROS
Demandado: NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA EJÉRCITO NACIONAL POLICÍA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Corresponde a la Sala decidir el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 11 de junio de 2009, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda contra la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y Policía Nacional por no encontrarse demostrado que la muerte del señor Aristóbulo Varón hubiera sido consecuencia de omisiones de las demandadas en sus deberes de brindar seguridad y vigilancia a los habitantes del territorio colombiano. La sentencia será confirmada.

SÍNTESIS DEL CASO
El 14 de septiembre de 2001, el señor Aristóbulo Varón salió de su casa ubicada en el municipio de San Luis – departamento de Antioquia en un vehículo tipo camioneta de propiedad de su esposa, con el propósito de vender y distribuir en el municipio vecino de Puerto Boyacá – departamento de Antioquia un cargamento de carbón, material que se dedicaba a comercializar en diversos sectores de la región. Pasados tres días después de su partida, el 17 de septiembre de 2001, fue encontrado muerto el señor Aristóbulo Varón en el municipio de Puerto Nare – departamento de Antioquia a la orilla del rio Magdalena. El vehículo en el que se transportaba nunca fue encontrado y algunas de las pertenencias que portaba el día de su partida resultaron extraviadas.
1. ANTECEDENTES

1.1. Lo que se demanda

Mediante escrito presentado ante el Tribunal Administrativo de Antioquia el 17 de septiembre de 2003, y actuando a través de apoderado judicial, la señora María Hortencia Hernández Paredes, Ana Dilia, Adriana María, María Hortencia, María Eugenia, Eunice y Miriam Alba Varón Hernández, en sus condiciones de esposa e hijas de la víctima Aristóbulo Varón, respectivamente, presentaron demanda en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo en contra de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y Policía Nacional, con el fin de que se hagan las siguientes declaraciones y condenas (fls. 12 a 13, c. ppl. 1.):

A.- Se declare que las entidades denominadas LA NACIÓN COLOMBIANA, EL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, EL EJÉRCITO NACIONAL y LA POLICÍA NACIONAL, de manera conjunta, solidaria o separadamente, son administrativa y civilmente responsables, de manera directa, de la muerte ocasionada al señor ARISTOBULO VARÓN, por parte de grupos al margen de la ley, y consecuencialmente de pagar todos los perjuicios morales y materiales en sus distintas manifestaciones de daño emergente y lucro cesante, como consecuencia de dicha muerte por FALLA EN EL SERVICIO POR OMISIÓN EN EL DESEMPEÑO DE SUS FUNCIONES por parte de la Policía Nacional y el Ejército Nacional, al no brindar la seguridad necesaria en la región donde ocurrieron los hechos que evitara esta clase de acciones.

B.- Condenar en consecuencia, A LA NACIÓN COLOMBIANA, MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, EL EJÉRCITO NACIONAL y LA POLICÍA NACIONAL, como reparación directa del daño ocasionado, a pagar a favor del demandante, o a quienes represente legalmente sus derechos, los perjuicios de orden MORAL, objetivados y subjetivados, actuales y futuros, en la cantidad de mil salarios mínimos legales vigentes para cada uno de los demandantes, los que a razón de $332.000.00 M.L., cada salario mensual, asciende a la suma de $332.000.000.00 M.L. para cada uno y un total de $2.324.000.000.00 M.L., o lo que sea justamente tasado por los Honorables Magistrados, de acuerdo a la prueba aportada al proceso.

C.- LUCRO CESANTE: Se le pagará a favor de la señora MARÍA HORTENCIA HERNÁNDEZ PAREDES, la suma de DOSCIENTOS CINCUENTA Y DOS MILLONES DE PESOS M.L. ($252.000.000.00), por lo dejado de percibir por esta durante los 7 años más de vida probable de su esposo, a razón de $3.000.000.00 M.L. mensuales que devengaba este en su vehículo en calidad de comerciante y transportador de carga.

D.- DAÑO EMERGENTE: Se condenará a pagar a favor de las demandantes, de la suma de $8.000.000.00 M.L., por concepto de la pérdida del vehículo de su propiedad que le fuera hurtado al momento de asesinar a su esposo y padre.

E.- La condena será actualizada de conformidad con lo previsto en el art. 178 del C.C.A., y se reconocerán intereses legales desde el día 17 de septiembre de 2001, fecha de la ocurrencia de los hechos, hasta que se le dé cumplimiento a la sentencia que ponga fin al proceso.

F.- Se condene a las entidades demandadas al pago de la indexación de todas las resultas del proceso.

G.- Que se condene a los demandados al cumplimiento de la sentencia en los términos de los arts. 176, 177, 178 y 179 del C.C.A.

H.- Que se le condene al pago de las costas y gastos del proceso.
1.2. Los hechos
Las pretensiones se sustentan en los hechos resumidos a continuación (fls. 14 a 17, c. ppl. 1.):

1.2.1. Se expresa en la demanda que la señora Hortencia Hernández y su esposo Aristóbulo Varón eran propietarios del vehículo automotor de placas PKJ 932, tipo camioneta, marca Dodge, modelo 1967, carrocería platón, color naranja, que se encontraba destinado al servicio particular. Así mismo, se indicó que este vehículo era utilizado por el señor Aristóbulo Varón para transportar mercancía desde el municipio de San Luis al municipio de Puerto Boyacá, ambos ubicados en el departamento de Antioquia.
1.2.2. Manifestó la parte demandante que el día 14 de septiembre de 2001, el señor Aristóbulo Varón salió de su casa ubicada en el municipio de San Luis en el vehículo referido en el numeral anterior, con el propósito de llevar una carga de carbón al municipio de Puerto Boyacá, lugar en el que era reconocido por sus habitantes como comerciante.

1.2.3. Debido a que el señor Aristóbulo Varón no volvió a su casa el mismo día de su partida, y que tampoco se había comunicado con alguno de sus familiares, al día siguiente estos dieron aviso a la Policía y Fiscalía del municipio de San Luis de la desaparición del señor Aristóbulo. De igual forma, procedieron su esposa e hijas a indagar sobre su paradero en los municipios cercanos –la Dorada, Puerto Triunfo, Puerto Boyacá y Doradal-, así como a realizar diversas acciones tendientes a obtener su ubicación –comunicados en radio y televisión y marchas en el municipio-.

1.2.4. Luego de una intensa búsqueda, el 31 de octubre de 2001, los familiares del señor Aristóbulo Varón encontraron su cuerpo sin vida enterrado en el cementerio del municipio de Puerto Nare – departamento de Antioquia. Según las autoridades de ese municipio, el señor Aristóbulo había sido asesinado el 17 de septiembre 2001 por grupos al margen de la ley, y que debido a la falta de identificación de la víctima, se procedió a ordenar su entierro como N.N. en el cementerio local.

1.2.5. Se agrega en la demanda que a pesar de haberse encontrado el cuerpo del señor Aristóbulo Varón, nunca se supo el paradero del vehículo en el que se transportaba este para la época de ocurrencia de los hechos, y que por tal motivo las autoridades nunca dieron fe del mismo en sus informes.

1.2.6. Según la parte demandante, fue la ausencia de presencia permanente de la Fuerza Pública –Ejército y Policía- la que propició el asesinato del señor Aristóbulo Varón, ya que aun cuando era de público conocimiento la presencia de diversos grupos al margen de la ley en la región, las autoridades correspondientes nunca hicieron nada para su erradicación, dejando a los habitantes a merced de los delincuentes.

1.2.7. En este sentido, se aseguró en la demanda que la muerte del señor Aristóbulo Varón se debió a la omisión en el deber de seguridad que se encuentra en cabeza de la Fuerza Pública, es decir, del Ejército Nacional y la Policía Nacional. Sobre el particular se expresó (fl. 15, c. ppl. 1.):

13.- El lamentable suceso ocurrido al señor ARISTÓBULO VARÓN, según concepto de mí representado, se debió a la falta de seguridad que debe brindar permanentemente la fuerza pública, es decir, LA POLICÍA NACIONAL y el EJÉRCITO NACIONAL, en todo el territorio nacional, consistente en un excelente control en el porte de armas de los terroristas y los grupos al margen de la ley, que tienen azotada la zona donde ocurrieron los hechos, dejando en total desamparo a las personas que tienen que trabajar para poder sobrevivir, y que nada se ha hecho al respecto para que se terminen estos actos, no obstante tener pleno conocimiento de la presencia de estos grupos en dicha región, y que solamente hacen presencia de vez en cuando, y solo cuando ocurren masacres, siendo vergonzoso que no sean capaces de erradicar estos grupos de la región.
1.2.8. Finalmente, se indicó que la muerte del señor Aristóbulo Varón le ha generado diversos perjuicios de carácter moral y económico a los demandantes, pues además del dolor y angustia padecidos con ocasión de la desaparición y asesinato de la víctima, se dejó de percibir lo producido por el señor Aristóbulo en su actividad económica, se generaron gastos en el entierro de la víctima y se perdió el vehículo automotor en el que se transportaba al momento de ocurrencia de los hechos.
1.3. Trámite procesal
1.3.1. Contestación de la demanda

1.3.1.1. Por parte de la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional (fls. 40 a 44, c. ppl. 1.). Dentro del término legal, la Policía Nacional presentó contestación a la demanda en la que se opuso a la prosperidad de las pretensiones formuladas por los demandantes. En síntesis, expresó como argumentos de defensa que no le asistía responsabilidad en la muerte del señor Aristóbulo Varón por dos motivos, a saber: i) porque el asesinato había sido producto del hecho de un tercero ajeno a esa institución y ii) por cuanto no se encontraba demostrado que la muerte del señor Aristóbulo hubiera sido producto de la acción u omisión de miembros de la Policía Nacional. 

Con base en los anteriores argumentos, la Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional propuso las excepciones de hecho de un tercero y falta de legitimación en la causa por pasiva. 

1.3.1.2. Por parte de la Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional (fls. 45 a 51, c. ppl. 1.). De igual forma, el demandado Ejército Nacional presentó dentro de la oportunidad legal contestación a la demanda en la que también se opuso a la prosperidad de las pretensiones formuladas por los demandantes. En resumen, expresó esta entidad que las circunstancia de tiempo, modo y lugar en las que ocurrió la muerte del señor Aristóbulo Varón no se encontraban probadas y que por tal motivo estas tendrían que ser objeto de prueba en el presente proceso. 

De otro lado, señaló que el Ejército sí había venido adoptando medidas de seguridad tendientes a contrarrestar las acciones de los grupos subversivos que operan en la zona de los hechos, y que por esa razón no puede considerarse que fue con ocasión de una omisión suya que se produjo la muerte del señor Aristóbulo Varón. 

 Así mismo, añadió el apoderado del Ejército Nacional que para poder afirmar que existió una falla en el servicio por omisión en el presente caso es necesario que se cumplan los siguientes requisitos: i) que se demuestre que existió una solicitud de protección de la víctima a las autoridades respecto del peligro latente, ii) que las autoridades dispongan de los medios para brindar seguridad la protección solicitada y iii) que las autoridades hayan negado esa protección, la hayan omitido o haya sido deficiente teniendo en cuenta los medios a su alcance. No obstante, aclaró que estas circunstancias no se encuentran reunidas en el asunto bajo estudio debido a que el señor Aristóbulo Varón no denunció amenazas concretas en su contra, ni era previsible que dicha persona fuera a ser objeto de secuestro o ataque por parte de grupos al margen de la ley.

Por último, enfatizó en que no le era imputable la responsabilidad derivada de hechos cometidos por los grupos alzados en armas, pues no se le podía obligar a brindar una protección absoluta a todos los habitantes del territorio nacional.

Con base en lo anterior, solicitó que se le absolviera de cualquier responsabilidad derivada de la muerte del señor Aristóbulo Varón.

1.3.2. Alegatos de primera instancia

1.3.2.1. La demandada Nación – Ministerio de Defensa – Policía Nacional presentó alegatos de conclusión en los que reiteró los argumentos expuestos en la contestación a la demanda, y enfatizó sobre la ausencia de responsabilidad por la configuración del hecho exclusivo de un tercero (fls. 203 a 206, c. ppl. 1.).

1.3.2.2. Por su parte, la demandada Nación – Ministerio de Defensa – Ejército Nacional también presentó dentro la oportunidad alegatos de conclusión en los que reiteró los argumentos de su contestación y agregó los que se resumirán a continuación (fls. 210 a 223, c. ppl. 1.).

Luego de hacer mención a las pruebas obrantes en el expediente, señaló que si bien se encuentra demostrado que el señor Aristóbulo Varón fue encontrado muerto en el municipio de Puerto Nare – departamento de Antioquia, no se conocen los motivos y/o razones por las cuales fue asesinado.

De igual forma, añadió que tampoco es posible predicar responsabilidad por omisión al Ejército Nacional porque se encuentra demostrado en el proceso que se ha venido incrementado el pie de fuerza en el sector del municipio de San Luis, con el propósito de contrarrestar el actuar subversivo de los grupos armados ilegales que operan en ese mismo lugar o en sus cercanías, lo cual se puede constatar en la respuesta dada por el Jefe de Operaciones de la IV Brigada del Ejército Nacional el 17 de junio de 2005 (fls. 189 a 190, c. ppl. 1.)

Finalmente, manifestó el apoderado del Ejército Nacional que dada la situación de orden público que vive el país, no se le puede exigir que responda por hechos que no le son imputables, ni que se idealice la prestación del servicio de seguridad hasta el punto de considerar que le corresponde a las Fuerzas Militares ejercer en todo momento y lugar la protección y vigilancia de los habitantes del territorio nacional.
1.3.2.3. En esta oportunidad, la parte demandante no presentó alegatos de conclusión.

1.3.3. Sentencia de primera instancia

Surtido el trámite de rigor y practicadas las pruebas decretadas, el 11 de junio de 2009, el Tribunal Administrativo de Antioquia profirió sentencia en la que negó las pretensiones de la demanda (fls. 224 a 241, c. ppl. 2.). La decisión se fundamentó en los siguientes argumentos relevantes:
1.3.3.1. Comenzó el a quo afirmando que los demandantes pretenden que se condene a las entidades demandadas por la presunta falla en el servicio en que incurrieron al no brindar la seguridad suficiente en la región de ocurrencia de los hechos, y propiciar así la muerte del señor Aristóbulo Varón.
1.3.3.2. Aclarado lo anterior, se hizo mención a las pruebas obrantes en el expediente y se destacó que en ninguna de ellas constaba que el señor Aristóbulo Varón hubiera solicitado que se le protegiera antes de su asesinato, ni que denunciara ante las autoridades correspondientes amenazas en su contra.
1.3.3.3. Toda vez que no se advirtió responsabilidad alguna de las demandadas por acción, se procedió a analizar la supuesta omisión alegada explicando, inicialmente, que en virtud de diversas disposiciones de índole constitucional –arts. 2, 6, 13 y 90 de la Constitución Política-, era deber de las autoridades proteger la vida de todas las personas residentes en Colombia, dentro de un marco de igualdad, sin ningún tipo de discriminación y con el deber de responder por los daños antijurídicos que les sean imputables tanto por acción como por omisión.
1.3.3.4. No obstante lo anterior, expresó el a quo que la aplicación de la teoría de la falla del servicio en asuntos relativos a la muerte violenta de personas por hechos atribuidos a terceros no podía ser analizada bajo la óptica de un Estado ideal, sino que debía tener en cuenta la realidad social y económica del país. Con base en este argumento se afirmó que el deber de protección del Estado no era omnímodo hasta el punto de exigirse lo irrealizable, pues solamente se incumplía esa obligación cuando exista solicitud de protección de la persona que resultó afectada.
1.3.3.5. Luego de citar jurisprudencia de esta Corporación sobre la necesidad de solicitar protección del Estado para que pueda predicarse responsabilidad en los eventos de muerte ocasionada por terceros, concluyó el a quo que en el sub judice no había lugar a condenar a las entidades demandadas básicamente por dos motivos, a saber: i) porque no se encuentra demostrado en el proceso que la muerte del señor Aristóbulo Varón hubiera sido causada por una conducta omisiva de la Fuerza Pública y ii) porque tampoco obra prueba que certifique que el señor Aristóbulo hubiera solicitado a los organismos de seguridad que se le brindara protección especial y esta fuera desatendida, o que demostrara que su situación personal diera lugar a pensar que los organismos de seguridad debían protegerlo aún sin existir una petición en ese sentido.

1.3.4. Recurso de apelación

Dentro del término legal, el 1 de julio de 2009 (fl. 244, c. ppl. 2.), la parte demandante presentó recurso de apelación contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia. Este recurso fue sustentado con posterioridad mediante escrito presentado el 18 de septiembre de 2009 (fls. 251 a 255, c. ppl. 2.), en el que se solicitó que fuera revocada la sentencia de primera instancia y, en su lugar, se accediera a las pretensiones de la demanda. Como argumentos de inconformidad se expusieron los siguientes:
1.3.4.1. Sostiene la parte inconforme que se encuentra demostrado en el proceso que el 17 de septiembre de 2001 fue encontrado asesinado en el municipio de Puerto Nare – departamento de Antioquia el señor Aristóbulo Varón, y que dicho suceso es atribuido a grupos al margen de la ley que operan en esa región.
1.3.4.2. Así mismo, expresó el recurrente que el hecho antijurídico alegado en la demanda fue probado de manera suficiente –asesinato del señor Aristóbulo Varón-, así como los daños que fueron causados a los demandantes con ocasión de la muerte de su familiar.
1.3.4.3. Con respecto al nexo causal, alegó la parte apelante que fue en virtud de las circunstancias vividas en los municipios de Puerto Nare y San Luis –ambos del departamento de Antioquia- que el hecho generador del daño se convertía en previsible para las Fuerzas Militares, y que a pesar de ello ni el Ejército ni la Policía realizaron acciones tendientes a evitar o enfrentar el ataque que derivó en la muerte del señor Aristóbulo Varón.
1.3.4.4. Explicó el inconforme que para la época de los hechos varios de los municipios del departamento de Antioquia presentaban alteraciones en el orden público que se advertían con los constantes homicidios, las desapariciones forzadas y la presencia permanente de grupos armados al margen de la ley. Según el apelante, estas situaciones daban lugar a que fuera previsible a las Fuerzas Militares el ataque perpetrado contra cualquier persona residente en la región.
1.3.4.5. Por otra parte, aseguró la parte apelante que contrario a lo expresado por el a quo, sí se había demostrado en el proceso la conducta omisiva atribuida a las entidades públicas demandadas, ya que a pesar del deber funcional que le asistía al Ejército y Policía de asegurar a los individuos una convivencia pacífica y guardar el orden público, no realizaron ninguna actuación tendiente a evitar el asesinato del señor Aristóbulo Varón.
1.3.4.6. Finalmente, a manera de conclusión indicó el recurrente que el daño había sido causado por la omisión de las Fuerzas Militares en dos aspectos: i) en no haber incrementado la vigilancia en la región y ii) en no haber patrullado las veredas, caminos y carreteras de los municipios de Puerto Nare y San Luis durante los días previos al hecho dañoso.
1.3.5. Alegatos de segunda instancia
Aunque en esta instancia se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión (fl. 259, c. ppl. 2.), estas guardaron silencio.
1.3.6. Concepto del Ministerio Público en segunda instancia
Estando dentro de la oportunidad legal (fls. 261 a 268, c. ppl. 2.), el señor Agente del Ministerio Público presentó concepto en el que solicitó que se confirmara la sentencia emitida por el Tribunal Administrativo de Antioquia el 11 de junio de 2009, a través de la cual se negaron las pretensiones formuladas en la demanda, conforme los argumentos resumidos a continuación:
1.3.6.1. Indicó que la jurisprudencia de esta Corporación en materia de responsabilidad por falla en el servicio consistente en omisión del deber de protección únicamente acepta la prosperidad de las pretensiones en los siguientes eventos: i) cuando se presentan amenazas contra una persona determinada y se informa a los organismos de seguridad, pero no se brinda la protección debida y se genera el daño y ii) cuando no se solicita la protección, pero es evidente que la persona la necesitaba en consideración a sus circunstancias personales.
1.3.6.2. Aseguró que en el presente caso no se configuraba la omisión de protección, toda vez que las pruebas recaudadas en el proceso no demostraron que la víctima hubiera solicitado que se le brindara seguridad ante amenazas o que fuera de conocimiento público el peligro que corría al transitar los diferentes municipios de la región.
1.3.6.3. De igual forma, sostuvo que las pruebas no conllevaron a demostrar los supuestos definidos para que se declare la responsabilidad por omisión de las entidades demandadas, a saber: i) que se hubiera dejado a la población a merced de los grupos de delincuencia sin brindarles protección, en especial si se tiene conocimiento de actividades efectuadas por grupos al margen de la ley, ii) que el señor Aristóbulo Varón hubieras solicitado protección especial con justificación o iii) que a pesar de que no existiera solicitud de protección, fuera evidente el peligro que corría la víctima en razón a pruebas o indicios presentados.
1.3.6.4. Por último, destacó que los organismos de seguridad sí dieron cumplimiento a sus deberes funcionales pues además de que realizaron patrullajes en los lugares en donde desapareció y se encontró muerto al señor Aristóbulo Varón, también ejercieron las labores de búsqueda una vez enterados de la desaparición de la víctima.
2. CONSIDERACIONES

2.1. De la jurisdicción, competencia y procedencia de la acción
Por ser las demandadas entidades de carácter estatal, el asunto es de conocimiento de esta jurisdicción (art. 82 C.C.A.). Además, el Consejo de Estado es competente para conocerlo, en razón del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 11 de junio de 2009, proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia, en un proceso con vocación de segunda instancia, en los términos de la Ley 446 de 1998, dado que la cuantía de la demanda, determinada por el valor de la mayor de las pretensiones, que corresponde a los perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante, supera la exigida por la norma para el efecto
.
2.2. De la legitimación en la causa
2.2.1. Sobre la legitimación en la causa por pasiva, se advierte que el daño invocado en la demanda proviene de presuntas omisiones que cometió la Policía Nacional y el Ejército Nacional, de modo que la Nación, representada por dichas entidades, se tiene legitimada como parte demandada en este asunto.

2.2.2. De igual forma, las demadantes María Hortencia Hernández Paredes, Ana Dilia, Adriana María, María Hortencia, María Eugenia, Eunice y Mirian Alba Varón Hernández se encuentran legitimadas como esposa e hijas de la víctima, respectivamente, con los respectivos registros civiles de matrimonio y nacimiento
.
2.3. De la caducidad de la acción
Toda vez que el cuerpo sin vida del señor Aristóbulo Varón fue encontrado el 17 de septiembre de 2001, según consta en el acta de levantamiento de cadáver elaborada por la Fiscalía Seccional 42 del municipio de Puerto Nare – departamento de Antioquia (fl. 72, c. ppl. 1.), y que sus familiares solamente se enteraron de su muerte hasta el 31 de octubre de 2001 cuando identificaron el cuerpo en la exhumación realizada en el cementerio de Puerto Nare, tal como consta en el acta de diligencia de exhumación elaborada por la misma Fiscalía Seccional 42 (fl. 97, c. ppl. 1.), fuerza concluir que la demanda de reparación directa presentada el 17 de septiembre de 2003 (fl. 23, c. ppl. 1.) estuvo dentro del término establecido en el numeral 8º del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo
.

2.4. Problema jurídico
Corresponde a la Sala determinar si fue con ocasión de una omisión de la Nación, representada por el Ejército Nacional y la Policía Nacional, que se produjo la muerte del señor Aristóbulo Varón o, si por el contrario, no se encuentra demostrada la responsabilidad del Estado colombiano en los hechos descritos en la demanda por configurarse una causal eximente de responsabilidad.

2.5. Cuestiones preliminares

En relación con los hechos de que trata el proceso, obran las pruebas aportadas por las partes y las allegadas por orden del a quo. Sobre el particular, la Sala hace las siguientes precisiones:
2.5.1. Podrán ser valoradas las pruebas documentales, testimoniales, declaraciones y providencias obrantes en la investigación penal adelantada por la Fiscalía Seccional 42 del municipio de Puerto Nare – departamento de Antioquia con ocasión de la muerte del señor Aristóbulo Varón, toda vez que fue por solicitud de las partes que se allegaron al proceso (fls. 71 a 171, c. ppl. 1.).
2.5.2. Toda vez que la sentencia recurrida negó las pretensiones de la demanda al no encontrar demostrada la responsabilidad de las entidades públicas demandadas, y que en el recurso de apelación se afirma que con las pruebas obrantes en el expediente se encuentra plenamente demostrada la responsabilidad de la Policía Nacional y Ejército Nacional en la muerte del señor Aristóbulo Varón, procederá la Sala a hacer un estudio integral de los elementos constitutivos de la responsabilidad para determinar si le asiste o no razón a la parte recurrente.
2.6. Los elementos de la responsabilidad extracontractual
Con el fin de abordar integralmente la problemática que supone el recurso de apelación interpuesto, la Sala analizará la demostración del daño, ya que se trata del primer elemento que debe dilucidarse para establecer la responsabilidad extracontractual del Estado
, de manera que, resuelto el tema relativo a la afectación patrimonial del actor que se alega en la demanda, se entrará a estudiar la imputación.
 2.7. El daño
2.7.1. En el sub lite, el daño alegado por los demandantes se concretó en la muerte del señor Aristóbulo Varón como consecuencia de un disparo que recibió al movilizarse del municipio de San Luis al municipio de Puerto Boyacá, ambos del departamento de Antioquia.

2.7.2. En ese orden, se tiene que en el acta de inspección de levantamiento de cadáver elaborada por la Fiscalía Seccional 42 del municipio de Puerto Nare – Antioquia el 17 de septiembre de 2001 se consignó lo siguiente (fl. 72, c. ppl. 1.):

FECHA: SEPTIEMBRE 17/2001  HORA: 3:00 PM

OFICINA: FISCALÍA SECCIONAL DE PUERTO NARE

MUNICIPIO: PUERTO NARE ANTIOQUIA

OCCISO: N.N.

SEXO: MASCULINO

MUERTE: Lugar: En agua

DESCRIPCIÓN DEL LUGAR DEL HECHO: Cra. 2ª orilla del rio Magdalena.

(…)
6.3. Prendas de vestir: Bluyin (sic) color azul marca rangler talla 38, camisilla color negro marca GEF, camisa a rayas horizontales azul con rayas verticales color amarillo, medias color café, interiores azul con gravados, zapatos cuero color café marca trail, correa de cuero color café. ELEMENTOS ENCONTRADOS: Anillo metálico color blanco con el n.º 950 en la parte interna, estuche de cuero para navaja sin navaja, en la relojera del pantalón del lado derecho se encontró una moneda de $500, una moneda de $100, y dos arandelas, tenía dos escapularios.

6.4. Descripción de las heridas: Orificio detrás de la oreja lado derecho al parecer de entrada.

MUERTE VIOLENTA POR: Arma de fuego.
(…)

2.7.3. A su vez, en la necropsia practicada por el Hospital Octavio Olivares del municipio de Puerto Nare – Antioquia se concluyó que la causa de muerte de la persona sin identificar –N.N.- fue “Hemorragia Cerebral Masiva resultante de trauma encefálico severo de naturaleza HERIDA POR PROYECTIL DE ARMA DE FUEGO” (fls. 81 a 82, c. ppl. 1.). Además, en el certificado de defunción elaborado por orden del Fiscal Seccional 42 de Puerto Nare se dejó constancia de que la fecha de muerte de la persona sin identificar –N.N.- había sido el 17 de septiembre de 2001, en el municipio de Puerto Nare – Antioquia (fl. 88, c. ppl. 1.).

2.7.4. Por otra parte, consta en el acta de diligencia de exhumación de un cadáver sin identificar o N.N. elaborada por la Fiscalía Seccional 42 de Puerto Nare el 31 de octubre de 2001 (fl. 97, c. ppl. 1.), que en esa fecha la señora María Hortencia Varón Hernández reconoció que el cuerpo encontrado el 17 de septiembre de 2001 en la carrera 2ª a orilla del rio magdalena era el de su padre Aristóbulo Varón. A continuación se transcriben algunos apartes relevantes del acta en mención:

PREGUNTADA: Bajo la gravedad del juramento que tiene prestado dígale a la Fiscalía si usted reconoce el cadáver de la persona de sexo masculino, sin identificar o N.N., y el cual se le pone de presente, y a esto la señora BARÓN HERNÁNDEZ CONTESTÓ: Sí ese es mi papá y lo reconozco por el diente de oro, por el diente fracturado y la carta dental, por la ropa, el estuche de la navaja y los zapatos, ese es mi papá que en vida se llamaba ARISTÓBULO BARON tenía 65 años de edad, y había nacido en Armero Tolima, y tenía la C.C. n.º 4.433.911 de la Dorada Caldas, y le dejo la fotocopia de la cédula para que obre en las diligencias. (…)
2.7.5. Con base en el reconocimiento efectuado por la señora María Hortencia Varón Hernández, la Registraduría Nacional del Estado Civil expidió un nuevo registro civil de defunción en el que se informaba que el señor Aristóbulo Varón, identificado con cédula de ciudadanía n.º 4.433.911 de la Dorada – Caldas, falleció el 17 de septiembre de 2001 en el municipio de Puerto Nare – Antioquia (fl. 102, c. ppl. 1.).
Así las cosas, del análisis conjunto de las anteriores pruebas se desprende, claramente, el daño deprecado por los demandantes.
2.8. La imputación
2.8.1. En cuanto a la imputabilidad del daño a la administración, es pertinente poner de presente que en reciente pronunciamiento, la Sección Tercera del Consejo de Estado en pleno señaló que, así como la Constitución Política de 1991 no privilegió ningún régimen de responsabilidad extracontractual en particular, tampoco podía la jurisprudencia establecer un único título de imputación por aplicar a eventos que guarden ciertas semejanzas fácticas entre sí, ya que este puede variar en consideración a las circunstancias particulares acreditadas dentro del proceso y a los parámetros o criterios jurídicos que el juez estime relevantes dentro del marco de su argumentación
:

En lo que se refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto fácticas como jurídicas, que den sustento a la decisión que habrá de adoptar. Por ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a diversos “títulos de imputación” como una manera práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de imputación.
En consecuencia, el uso de tales títulos por parte del juez debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta sentencia. 

2.8.2. Así las cosas, de conformidad con la jurisprudencia citada, no todos los casos en los que se discuta la responsabilidad del Estado por daños derivados de un supuesto de hecho que guarde semejanzas tengan que resolverse de la misma forma pues, se insiste, el juez puede –en cada caso concreto- válidamente considerar que existen razones tanto jurídicas como fácticas que justifican la aplicación de un título o una motivación diferente.

2.8.3. En todo caso, el presente caso se analizará bajo la óptica de la falla del servicio por omisión en razón a que la demanda pretende una declaratoria de responsabilidad por omisiones en las obligaciones de brindar seguridad y vigilancia, sin perjuicio de que se estudien otros posibles títulos de imputación que eventualmente podrían resultar aplicables en el asunto bajo estudio. 

2.8.4. En ese orden, frente a la imputación del daño causado a los actores, de las pruebas allegadas al plenario, se tienen como probados los siguientes hechos relevantes:

2.8.4.1. El 14 de septiembre de 2001, aproximadamente a las 5 de la mañana, el señor Aristóbulo Varón salió de su casa ubicada el municipio de San Luis - Antioquia en un vehículo tipo camioneta, particular, de placas PkJ-932, marca Dodge, color anaranjado, de propiedad de su esposa Hortencia Hernández de Varón, con destino al municipio de Puerto Boyacá – Antioquia, lugar en el que se dispondría a comercializar una carga de carbón que llevaba consigo en la camioneta en mención (Declaración rendida por la señora María Hortencia Varón Hernández ante la Fiscalía Seccional de Puerto Nare – Antioquia –fls. 92 a 95, c. ppl. 1.- y denuncia presentada por la señora María Hortencia Hernández de Varón ante la Fiscalía de San Luis – Antioquia el 18 de septiembre de 2001 –fls.104 a 105, c. ppl. 1.).

2.8.4.2. Pasados tres días después de su partida, el 17 de septiembre de 2001, fue encontrado en el municipio de Puerto Nare – Antioquia, a orilla del rio Magdalena, el cuerpo sin vida del señor Aristóbulo Varón. No obstante, en ese momento no fue posible lograr su identificación por no ser encontrada su billetera o algún documento que permitiera establecer quien era o su procedencia (Acta de levantamiento de cadáver elaborada el 17 de septiembre de 2001 por la Fiscalía Seccional 42 del municipio de Puerto Nare – Antioquia –fl. 72, c. ppl. 1.-).

2.8.4.3. Debido al anterior hallazgo, la Fiscalía Seccional 42 del municipio de Puerto Nare – Antioquia inició la investigación penal n.º 960 por el delito de homicidio en persona sin identificar o N.N., y en ella únicamente se pudo establecer lo siguiente: i) que el cuerpo encontrado correspondía al del señor Aristóbulo Varón y ii) que la causa de la muerte había sido un disparo con arma de fuego realizado sobre la parte trasera de la cabeza del señor Aristóbulo Varón (Investigación penal adelantada por la Fiscalía Seccional 42 del municipio de Puerto Nare – Antioquia –fls. 71 a 171, c. ppl. 1.-, necropsia realizada por el Hospital Octavio Olivares de Puerto Nare el 18 de septiembre de 2001 –fls. 81 a 82, c. ppl. 1.- y acta de diligencia de exhumación de cadáver sin identificar del 31 de octubre de 2001 –fl. 97, c. ppl. 1.).

2.8.4.4. Debido a que no fue posible identificar o individualizar a los presuntos autores del homicidio del señor Aristóbulo Varón, y que tampoco pudieron establecerse las circunstancias en las que se produjo su asesinato, a través de resolución inhibitoria del 24 de abril de 2002, el Fiscal Seccional 42 del municipio de Puerto Nare – Antioquia decidió abstenerse de continuar con el proceso penal con fundamento en el artículo 327
 de la Ley 600 de 2000 –Resolución inhibitoria del 24 de abril de 2002 –fls. 170 a 171, c. ppl. 1.-. De esta providencia se destacan los siguientes apartes:

El día 17 de septiembre del año pasado, está Unidad Seccional de Fiscalía en las aguas, y a la orilla del rio Magdalena, en Puerto Nare, practicó la diligencia de inspección de cadáver de una persona sin identificar o N.N. Ordenando este Despacho al referido cadáver le fueran practicadas las diligencias de necropsia, carta dental y macrodáctila. Y se tiene además que llevada a efecto diligencia de exhumación, el citado cadáver fue reconocido por la Sra. María Hortencia Varón Hernández como el de su señor padre, quien en vida respondía al nombre de Aristóbulo Varón, de quien dijo desapareció el día 14 de septiembre del año pasado cuando salió de puerto Boyacá con destino a San Luis.

Y se observa además que desde el día 17 de septiembre del año pasado, fecha en la cual este Despacho ordenó adelantar la correspondiente investigación previa, hasta el presente han transcurrido más de seis meses sin que se haya logrado la individualización o identificación de los autores o participes de la conducta punible, delito de homicidio que se investiga.

2.8.4.5. De acuerdo con lo manifestado por la señora María Hortencia Varón Hernández –hija de la víctima- en declaración rendida ante la Fiscalía Seccional 42 del municipio de Puerto Nare - Antioquia el 31 de octubre de 2001 (fls. 92 a 95, c. ppl. 1.), concordante con la denuncia instaurada el 18 de septiembre de 2001 ante la Fiscalía Local de San Luis (fls. 104 a 104, c. ppl. 1.), antes de su desaparición, el señor Aristóbulo Varón no había recibido amenazas ni tuvo altercados con otros habitantes de la población. A continuación se transcriben algunos apartes relevantes de la declaración referida (fl. 93, c. ppl. 1.):

PREGUNTADA: Díganos si su papá tenía problemas o estaba amenazado, caso cierto por quien o quienes? CONTESTÓ: No tenía problemas, ni estaba amenazado, y era muy conocido en San Luis y en ese sector de Puerto Boyacá. (…). PREGUNTADA: Díganos si sabe o ha oído comentar por qué mataron a su señor padre? CONTESTÓ: Nosotras esperábamos encontrarlo vivo, nunca pensamos encontrarlo muerto, y mi papá era una persona muy buena y no sabría decir el por qué lo mataron si por robarle el carro o que.
1.8.4.6. Por último, consta en el expediente que para la fecha de ocurrencia de los hechos operaban en el sector de los municipios de San Luis, Puerto Boyacá y Puerto Nare varios grupos armados al margen de la ley, entre los que se encuentran el Noveno Frente de las FARC – EP, una compañía del grupo Carlos Alirio Buitrago del E.L.N., un grupo de la Autodefensas Unidas de Colombia –A.U.C.- y otros grupos de delincuencia común (Informe rendido por el Comandante de la Estación de Policía de San Luis el 11 de abril de 2005 –fl. 63, c. ppl. 1.-, Informe rendido por el Comandante del Escuadrón Móvil de Carabineros del Departamento de Policía de Antioquia el mismo 11 de abril de 2005 –fls. 64 a 65, c. ppl. 1.- e Informe rendido por el Comandante del Batallón de Artillería n.º 4 adscrito a la Cuarta Brigada, Primera División, del Ejército Nacional el 14 de abril de 2005 –fl. 66, c. ppl. 1.-).

2.8.5. Comoquiera que en el presente caso lo pretendido es que se declare la responsabilidad de las entidades demandadas por la supuesta falla en el servicio en que incurrieron al no brindar seguridad y vigilancia en el sector de ocurrencia de los hechos, lo cual, a sentir de los demandantes, propició el asesinato del señor Aristóbulo Varón, corresponde a la Sala traer a colación la posición predominante en la Sección Tercera de esta Corporación respecto de la responsabilidad estatal en aquellos eventos en los que se reclama el reconocimiento de perjuicios por el asesinato de una persona a manos de terceros ajenos a cualquier entidad estatal o particular con funciones administrativas.

2.8.6. Al respecto, se encuentra que esta Corporación ha examinado en varias oportunidades la responsabilidad del Estado por hechos de terceros, en casos en los que si bien los agentes estatales no causaron el daño de forma directa, con su acción u omisión propiciaron o permitieron que personas ajenas a la administración lo causaran. Esto se presenta cuando una persona que está amenazada hace el respectivo aviso de las amenazas a las autoridades y, a pesar de ello, estas no la protegen
 o adoptan unas medidas de protección insuficientes y precarias
, o cuando, si bien la persona no informó la situación de riesgo a la autoridad, la notoriedad y el público conocimiento del peligro que afrontaba hacían imperativa la intervención estatal para protegerla
. Al respecto, la Sala ha dicho
:

La jurisprudencia de la Sala ha admitido que el incumplimiento del deber especial de protección a cargo de las autoridades compromete la responsabilidad patrimonial del Estado. Con base en este criterio, ha indicado que cuando el daño es causado por un agente no estatal, la administración será obligada a reparar si existe prueba de que la víctima o la persona contra la cual estaba dirigido el atentado solicitó protección a las autoridades y que éstas la retardaron, la omitieron o la prestaron de forma ineficiente
.

Ahora, si el daño es previsible, dadas las circunstancias políticas y sociales del momento, no es necesario que la víctima solicite expresamente que se preserve su vida o su integridad personal para que surja a cargo del Estado la obligación de adoptar medidas especiales de protección y prevención. Basta con demostrar que las autoridades tenían conocimiento de las amenazas o del peligro que enfrentaba la persona
.

2.8.7. Con base en lo anterior, es preciso analizar si las entidades demandadas incurrieron en alguna de las conductas previamente señaladas, es decir, si a pesar de tener conocimiento de una situación de riesgo real e inmediato para el señor Aristóbulo Varón y de contar con posibilidades reales de evitar que dicho riesgo se concretara en un daño, omitieron prestar las medidas de seguridad necesarias o las brindaron de forma inadecuada, tardía o insuficiente; igualmente se analizará si el comerciante Aristóbulo Varón afrontaba algún peligro que fuera de tal notoriedad pública que hacía imperativa la protección del mismo, aún en ausencia de una solicitud expresa.

2.8.8. Como cuestión preliminar, se debe reconocer que del material probatorio obrante en el proceso no se puede inferir que alguna autoridad estatal haya provocado directamente la muerte del señor Aristóbulo Varón, pues no se tiene prueba de que algún agente del Estado haya participado en su asesinato. De hecho, vale la pena poner de presente que la investigación penal adelantada con ocasión del homicidio del señor Varón finalizó con resolución inhibitoria del 24 de abril de 2002, precisamente porque no fue posible lograr la individualización o identificación de los autores o participes de la conducta punible (fls. 170 a 171, c. ppl. 1.).

2.8.9. Ahora, habiéndose precisado lo anterior, se estudiaran las circunstancias particulares en las que se produjo el asesinato del señor Aristóbulo Varón a fin de determinar si le asiste o no responsabilidad al Estado, conforme las pautas o criterios fijados por esta Corporación para aquellos eventos en los que el daño –asesinato- es producto del accionar de un tercero.

2.8.10. Según la información suministrada por la esposa de la víctima en la denuncia penal presentada ante la Fiscalía Local del municipio de San Luis – Antioquia el 18 de septiembre de 2001 (fls. 104 a 10105, c. ppl. 1.), el señor Aristóbulo Varón se desempeñaba como comerciante de carbón en la región y en ningún momento recibió amenazas contra su vida en momentos previos a su asesinato. Sobre el particular expresó lo siguiente la señora María Hortencia Hernández de Varón:

PREGUNTADA: Sírvase decirle al despacho de donde sacaba el señor ARISTÓBULO el carbón para transportarlo al municipio de Puerto Boyacá y a quien se lo repartía. RESPONDIÓ: A él se lo vendía por los lados de la vereda Sopetran, este viaje que cargó por última vez lo recogió en San Francisco, una vereda de este municipio, lo había cargado el jueves por la tarde. (…) PREGUNTADA: Cuánto tiempo hace que su señor esposo realiza esta clase de labor, es decir, la de comprar y vender el carbón. RESPONDIÓ: Hace más de diez años. (…) PREGUNTADO: En algún momento su esposo ha sido víctima de secuestro, ha sido amenazado de muerte o le han exhortado para que abandone la región. RESPONDIÓ: Nunca había sido secuestrado, tampoco ha sido amenazado de muerte ni le han dicho que tiene que abandonar la región. PREGUNTADO: Díganos, sabe o tiene conocimiento si alguna persona le ha manifestado a su señor esposo que no puede desplazarse hacia los lados de Puerto Boyacá. RESPONDIÓ: No en ningún momento me ha dicho nada. PREGUNTADO: Díganos cómo era el estado anímico de su esposo el día antes de salir a repartir carbón. RESPONDIÓ: Yo lo notaba bien, él era contento porque se iba, no estaba nervioso ni nada, su estado anímico era normal. (…).
2.8.11. En igual sentido se pronunció la señora María Hortencia Varón Hernández –hija de la víctima- en declaración rendida ante la Fiscalía Seccional 42 del municipio de Puerto Nare – Antioquia el 31 de octubre de 2001, dentro del proceso penal adelantado por el homicidio del señor Aristóbulo Varón (fls. 92 a 95, c. ppl. 1.):

PREGUNTADA: Díganos si sabe a qué personas o a qué negocios le surtía su papá carbón en Puerto Boyacá? CONTESTÓ: No sé a qué personas, él cargaba el carbón en San Luis y venía y lo vendía en Puerto Boyacá, pero la información de que sí estuvo ese día en Puerto Boyacá descargando no la dio el señor que le ayudaba a él a descargar y no sé cómo se llama y él es un cotero que mantiene por la plaza de mercado esperando que lleguen los carros para descargar. PREGUNTADA: Díganos si su papá tenía problemas o estaba amenazado, caso cierto por quien o quienes? CONTESTÓ: No tenía problemas, ni estaba amenazado, y era muy conocido en San Luis y en ese sector de Puerto Boyacá. (…)

2.8.12. Debido a que las declaraciones antes referidas son contundentes al señalar que el señor Aristóbulo Varón no sufrió amenazas antes de su muerte, y que tampoco consta en el proceso que la víctima o alguno de sus familiares hubieran informado a los organismos de seguridad –Policía, Ejército, Fiscalía, entre otros- sobre posibles riesgos en su vida e integridad personal, no es posible predicar responsabilidad de las demandadas por desatención de denuncias o advertencias realizadas con anterioridad a la desaparición del señor Varón. Sin embargo, se pasará a verificar si en el caso bajo estudio se presentaban circunstancias especiales que imponían la obligación de brindarle seguridad y protección a la víctima, aún sin la existencia de una denuncia o advertencia formal del supuesto peligro al que estaba siendo sometido, supuesto también aceptado para atribuir responsabilidad al Estado ante el hecho perpetrado por un tercero.

2.8.13. En cuanto a la posición social y actividad económica del señor Aristóbulo Varón en el municipio de San Luis - Antioquia, obran en el expediente las declaraciones de los señores Argemiro Quinchía Quintero (fls. 181 a 183, c. ppl. 1.) y Pedro Claver Gómez Giraldo (fls. 185 a 186, c. ppl. 1.), personas que conocieron a la víctima por ser sus vecinos en el municipio de San Luis, y que fueron coincidentes en afirmar que el señor Aristóbulo se desempeñaba como comerciante de carbón en la región, actividad en la que se valía de un vehículo de regular estado. Al respecto señalaron lo siguiente los testigos: 

2.8.13.1. Del testimonio del señor Argemiro Quinchia Quintero:

PREGUNTADO: Díganos si usted conoce o conoció al señor Aristóbulo Varón. En caso afirmativo nos dirá desde cuando lo conoce y en razón de que? CONTESTÓ: Sí, desde que tenía aproximadamente 10 años conocí a ese señor, lo conocí laborando para una empresa de nombre PEDECA, era mi vecino, no era de mi familia. (…) PREGUNTADO: Dígale al Despacho cuál era la actividad de don Aristóbulo en esta localidad? CONTESTÓ: Pues cuando lo distinguí trabajaba en la empresa que mencioné anteriormente y ya con el tiempo lo conocí comprando carbón en este municipio y  lo vendía en Puerto Boyacá; lo transportaba en una camioneta de su propiedad (…).

2.8.13.2. Del testimonio del señor Pedro Claver Gómez Giraldo:

PREGUNTADO: Díganos si usted conoce o conoció al señor Aristóbulo Varón. En caso afirmativo nos dirá desde cuándo lo conoce o conoció y en razón de qué? CONTESTÓ: Sí, conocí a don Aristóbulo Varón por espacio de 14 años, él vendía carbón para Puerto Boyacá en un carro de su propiedad, era una DODGE 100 Color Naranja, con volco o platón, no era encarpado; compraba carbón aquí en San Luis y cuándo completaba el viaje para su carro se iba y lo vendía en Puerto Boyacá, toda la gente del pueblo lo conocimos en ese oficio. No era de mi familia. (…) PREGUNTADO: Recuerda las características del vehículo y su valor comercial para la época? CONTESTÓ: Pues como lo manifesté era un DODGE 100, de Color Naranja, con platón, estaba muy regular en cuanto a las latas, pero se veía trabajar bien. Para la época en que se desapareció ese señor, hablamos del año 2001, ese carrito podía valer de dos a tres millones de pesos; pero aclaro que es simple parecer porque no se de carros. (…).
2.8.14. Como se puede observar, el señor Aristóbulo Varón era una persona trabajadora, aparentemente de clase media, que se distinguía en el municipio de San Luis y sus alrededores únicamente por ser un comerciante de carbón. De igual forma, no se advierte en las pruebas obrantes en el expediente que su esposa o alguno de sus familiares hubieran ejercido un cargo público, de representación local o que formaran parte de alguna agrupación o asociación de relevancia en la región.

2.8.15. En vista de que la víctima y sus familiares no ejercían un cargo público o de representación local para la época de ocurrencia de los hechos, ni formaban parte de algún tipo de asociación local o regional que gozara de reconocimiento entre los habitantes y autoridades del sector, tampoco hay lugar a afirmar que en el sub judice era evidente y previsible para los organismos de seguridad del Estado el supuesto peligro que corría el señor Aristóbulo Varón al desarrollar su actividad económica, pues a pesar de que los hechos tuvieron lugar en un sector en el que operan diversos grupos armados al margen de la ley, esta Corporación únicamente ha permitido que se presuma o infiera la existencia de un riesgo previsible en aquellos eventos en los que el cargo o funciones desempeñadas constituyan por si mismas un peligro para la persona, tal como sería el caso, por ejemplo, de los alcaldes municipales, los personeros y autoridades de policía que ejercen sus funciones en territorios considerados como de alto riesgo
.

2.8.16. En este sentido, no resulta acertado afirmar que el simple hecho de habitar o residir en un lugar en el que exista presencia de grupos al margen de la ley, da lugar a presumir que cualquier daño ocasionado por un tercero le es atribuible al Estado en razón al incumplimiento de los deberes constitucionales de brindar seguridad y vigilancia a todos los habitantes del territorio, ya que corresponde analizar en cada caso concreto si las circunstancias particulares daban lugar a estimar de manera razonada la previsibilidad del daño causado y la omisión de actuar ante esa previsión, actuar este último que es el que se reprocha a los organismos de seguridad en los eventos de daños ocasionados por terceros. 

2.8.17. Así las cosas, en lo que respecta al asunto objeto de estudio, no encuentra la Sala demostrado que el asesinato del señor Aristóbulo Varón hubiera constituido un hecho previsible o evitable para los miembros del Ejército y la Policía que operaban en el municipio de San Luis, en razón a que nunca se denunciaron amenazas en su contra que previnieran o alertaran a los organismos de seguridad del Estado, ni podía inferirse que su posición social y económica en la región daba lugar a entender que corría un riesgo o peligro evidente a las autoridades estatales. 

2.8.18. Además, vale la pena destacar que las pruebas recaudadas no son del todo convincentes respecto de la participación de grupos armados al margen de la ley en el asesinato del señor Aristóbulo Varón, por cuanto a ninguno de los testigos
 del proceso le consta de manera directa quienes fueron las personas que perpetraron el hecho ilícito
, y simplemente refieren que según el decir de los demás habitantes del pueblo fueron miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia –AUC- los que perpetraron el homicidio, afirmación esta última que inclusive no pudo ser constatada en la investigación penal adelantada por la Fiscalía General de la Nación, en la cual valga la pena mencionar, no se tuvo ni siquiera como hipótesis la participación de grupos al margen de la ley en el asesinato perpetrado.

2.8.19. De otro lado, no se vislumbra que el suceso en el que resultó asesinado el señor Aristóbulo Varón haya tenido una connotación política o guardara relación con el conflicto armado colombiano, por el contrario, si se tiene en cuenta que nunca fue encontrado el vehículo naranja en el que se transportaba, así como varias de las pertenencias mencionadas en el formato para búsqueda de desaparecidos diligenciado por la esposa de la víctima -la billetera, el carriel, el anillo de oro y la navaja de la víctima- (fl. 108, c. ppl. 1.), da la impresión que se trató fue de un hurto a mano armada cuyo propósito era apropiarse de los bienes del occiso.
2.8.20. Ahora, conviene también mencionar que según las contestaciones allegadas al proceso por el Comandante de la Estación de Policía del Municipio de San Luis (fls. 63, c. ppl. 1.), el Comandante de la Escuadrón Móvil de Carabineros del Departamento de Policía de Antioquia (fls. 64 a 65, c. ppl. 1.) y el Comandante del Batallón de Artillería n.º 4 de la Cuarta Brigada del Ejército Nacional (fl. 66, c. ppl. 1.), durante la época de ocurrencia de los hechos aparte de haber existido presencia constante y permanente de un número significativo de miembros de la Fuerza Pública en el sector –entre 21 y 25 unidades policiales en el municipio de San Luis y soldados pertenecientes al Batallón de Artillería n.º 4 del Ejército Nacional-, se hacían constantes operativos destinados a prevenir y combatir las acciones de los grupos armados al margen de la ley
, de ahí que tampoco pueda predicarse responsabilidad alguna por falta de presencia de los organismos de seguridad del Estado.

2.8.21. Por último, es preciso señalar que no hay lugar a considerar que existió responsabilidad por aplicación de los títulos de imputación de daño especial o riesgo excepcional, toda vez que no se demostró que el ataque en el que resultó muerto el señor Aristóbulo Varón se encontrara dirigido contra un agente estatal o una entidad representativa del Estado colombiano
, ni que estuviera dirigido a atacar a los miembros de la Fuerza Pública que patrullaban en las carreteras cercanas al municipio de San Luis – Antioquia, presupuestos en los que sí habría lugar a imponer una condena en aplicación de un régimen objetivo de responsabilidad.
2.8.22. Así las cosas, comoquiera que en el presente caso no se encontró demostrado que fuera por una omisión de las entidades demandadas que se hubiera generado la muerte del señor Aristóbulo Varón, procederá la Sala a confirmar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia el 11 de junio de 2009, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.
3. Costas
El artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que se condenará en costas a la parte que hubiere actuado en forma temeraria. En el presente caso la Sala no observa comportamiento temerario en las actuaciones procesales de los intervinientes dentro del presente trámite, razón por la cual no se condenará en costas.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

FALLA

PRIMERO: CONFÍRMASE la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Antioquia el 11 de junio de 2009, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

SEGUNDO: No se condena en costas.

TERCERO: En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen para lo de su competencia.
COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE
STELLA CONTO DIAZ DE CASTILLO

Presidenta de la Sala

RAMIRO DE JESUS PAZOS GUERRERO       DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrado                                                         Magistrado
� La pretensión mayor, correspondiente a los perjuicios materiales reclamados en la modalidad de lucro cesante para la esposa de la víctima, fue estimada en $252.000.000 (fl. 13, c. ppl. 1.), monto que supera la cuantía de 500 SMLMV ($166.000.000) requerida en el numeral 6 del artículo 132 del C.C.A., modificada por el artículo 40 de la Ley 446 de 1998, para que un proceso de reparación directa sea conocido en primera instancia por los tribunales administrativos y en segunda instancia por el Consejo de Estado.


� Está demostrado que el señor Aristóbulo Varón era esposo de la señora María Hortencia Hernández (registro civil de matrimonio, folio 1, c. ppl. 1.) y padre de las señoras Ana Dilia, Adriana María, María Hortencia, María Eugenia, Eunice y Mirian Alba Varón Hernández (registros civiles de nacimiento en folios 2, 3, 4, 5, 6 y 7, c. ppl. 1., respectivamente)


� “8. La de reparación directa caducará al vencimiento del plazo de dos (2) años, contados a partir del día siguiente del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajo público o por cualquiera otra causa”.


� HENAO, Juan Carlos. El daño, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 1998, p. 37.


� Consejo de Estado, S.C.A., Sección Tercera, Sala Plena, sentencia de 19 de abril de 2012, exp. 21515, C.P. Hernán Andrade Rincón, reiterada en la sentencia de 23 de agosto de 2012, exp. 23219, C.P. Hernán Andrade Rincón.


� “Artículo 327. Resolución inhibitoria. El Fiscal General de la Nación o su delegado, se abstendrán de iniciar instrucción cuando aparezca que la conducta no ha existido, que es atípica, que la acción penal no puede iniciarse o que está demostrada una causal de ausencia de responsabilidad. // Tal decisión se tomará mediante resolución interlocutoria contra la cual proceden los recursos de reposición y de apelación por parte del Ministerio Público, del denunciante o querellante y del perjudicado o sus apoderados constituidos para el efecto. // La persona en cuyo favor se haya dictado resolución inhibitoria y el denunciante o querellante podrán designar abogado que lo represente en el trámite de los recursos que se hayan interpuesto, quienes tendrán derecho a conocer las diligencias practicadas.”


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 30 de noviembre de 2006, exp. 16626, C.P. Alier Hernández Enríquez.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 19 de junio de 1997, exp. 11875, C.P. Daniel Suárez Hernández.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 30 de octubre de 1997, exp. 10958, C.P. Ricardo Hoyos Duque.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 8 de febrero de 2012, exp. 22373, C.P. Danilo Rojas Betancourth; sentencia de 9 de mayo de 2014, exp. 30400, C.P. Ramiro Pazos Guerrero.


� [6] “Este fue el título de imputación a partir del cual la Sección Tercera del Consejo de Estado declaró la responsabilidad patrimonial del Estado por los daños causados a las víctimas de la toma del Palacio de Justicia.  Al respecto, véanse, entre otras, las sentencias del 16 de febrero de 1995, exp. 9040, C.P. Juan de Dios Montes; del 27 de junio de 1995, exp. 9266, C.P. Juan de Dios Montes;  del 3 de abril de 1995, exp. 9459, C.P. Juan de Dios Montes; y del 29 de marzo de 1996, exp. 10.920, C.P. Jesús María Carrillo”.


� [7] “Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de diciembre de 2007, exp. 16.894, C.P. Enrique Gil Botero.  En el mismo sentido, véanse las sentencias de 19 de junio de 1997, exp. 11875, C.P. Daniel Suárez Hernández, de 27 de marzo de 2008, exp. 16.234, C.P. Ramiro Saavedra Becerra, de 25 de febrero de 2009, exp. 18.106, C.P. Ruth Stella Correa Palacio y de 1º de abril de 2009, exp. 16.836, C.P. Ruth Stella Correa Palacio”.


� Sobre el particular ver: Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 14 de noviembre de 2014, exp. n.º 32425, C.P. Ramiro Pazos Guerrero. 


� Testimonios de los habitantes del municipio de San Luis - Antioquia Bernardo: Jesús Montoya Velásquez (fls. 178 a 179, c. ppl. 1), Blanca Arelly Gómez Marín (fls. 180 a 181, c. ppl. 1.), Argemiro Quinchía Quintero (fls. 181 a 183, c. ppl. 1.), Jesús Colorado Rojas (fls. 185 y 187, c. ppl. 1.) y Pedro Claver Gómez Giraldo (fls. 185 y 186, c. ppl. 1.). 


� Los testigos Argemiro Quinchía Quintero (fls. 181 a 183, c. ppl. 1.), Julio Arcesio Gómez (fls. 183 a 184, c. ppl. 1.), David de Jesús Colorado Rojas (fls. 185 y 187, c. ppl. 1.) y Pedro Claver Gómez Giraldo (fls. 185 a 186, c. ppl. 1.) afirmaron en sus declaraciones conocer o tener conocimiento de los presuntos autores del homicidio del señor Aristóbulo Varón.


� Sobre el particular, los testigos Bernardo de Jesús Montoya Velásquez (fls. 178 a 179, c. ppl. 1.), Blanca Arelly Gómez Marín (fls. 180 a 181, c. ppl. 1.), Argemiro Quinchía Quintero (fls. 181 a 183, c. ppl. 1.) y David de Jesús Colorado Rojas (fls. 185 y 187, c. ppl. 1.) afirmaron en sus declaraciones que era constante la presencia de miembros del Ejército y Policía en el municipio de San Luis – Antioquia y en algunas de sus vías principales.


� En cuanto a la aplicación de los títulos de imputación de riesgo excepcional y daño especial cuando el ataque está dirigido contra un agente estatal o una entidad representativa del Estado ver: i) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 6 de diciembre de 2013, exp. n.º 29017, C.P. Ramiro Pazos Guerrero y ii) Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia de 29 de octubre de 2012, exp. n.º  18472, C.P. Danilo Rojas Betancourth.  





